
ACUERDO No 2586 DE 2004 

(Septiembre 15) 

“Por el cual se desarrolla el artículo 167 de la Ley 769 de 2002" 

 

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de las facultades que le confiere 

el numeral 3º del artículo 257 de la Constitución Nacional, en concordancia con el numeral 13 del 

artículo 85 de la Ley 270 de 1996 y en desarrollo de lo establecido por el artículo 167 de la Ley 769 

de 2002. 

ACUERDA 

PRIMERO.- Las autoridades encargadas de inmovilizar vehículos en virtud de orden impartida por 

Jueces de la República, con el fin de materializar sobre ellos medidas cautelares, deberán llevarlos 

inmediatamente los aprehendan, a un parqueadero que se encuentre debidamente registrado ante 

la Dirección Seccional de Administración Judicial, dependiente de la Dirección Ejecutiva de 

Administración Judicial, del lugar donde se produzca la inmovilización. 

Parágrafo.- El desconocimiento del presente reglamento por parte del funcionario encargado de 

cumplir la orden judicial, será puesto en conocimiento de los respectivos superiores jerárquicos de 

aquel, para efectos de que se adelanten las correspondientes acciones. 

SEGUNDO.- Los propietarios de establecimientos comerciales destinados al parqueo de vehículos, 

sean personas naturales o jurídicas, que se interesen en recibir estos bienes, deberán registrarse 

previamente ante las Direcciones Seccionales de Administración Judicial, acreditando e informando 

lo siguiente: 

a)  Certificado de inscripción del comerciante persona natural, o certificado de existencia y 

representación legal de la persona jurídica, expedido por la respectiva cámara de comercio. 

b)  Certificado de inscripción del estable-cimiento o establecimientos de comercio destinados al 

parqueo de vehículos, expedido por la respectiva cámara de comercio. 

c)  Nombre, identificación, domicilio, dirección y teléfono de quien formula la solicitud. 

d)  Ciudad, dirección, teléfono y nombre del establecimiento o establecimientos respecto de los 

cuales se solicita el registro. 

e)  Póliza de seguro tomada por la persona, natural o jurídica, que haya solicitado la inscripción, por 

un monto mínimo de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que cubra la 

pérdida y los daños que puedan sufrir los vehículos en el establecimiento o establecimientos que 

hayan sido inscritos, con una vigencia igual o superior a la del registro de que trata el artículo 

sexto del presente Acuerdo. 

f)  Los demás requisitos que para el funcionamiento de establecimientos comerciales destinados al 

parqueo de vehículos exijan la ley y las normas del orden distrital o municipal. 

Parágrafo.- Para efectos de lo anterior, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial elaborará 

y distribuirá a las Direcciones Seccionales de Administración Judicial, el formato que debe utilizarse, 

con la indicación de la información y documentación que los interesados deben aportar y suministrar. 

TERCERO.- Para efectos de acceder al registro, los solicitantes deberán acogerse a las tarifas que 

anualmente, mediante Resolución, fije la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

Dichas tarifas serán el resultado de un estudio promedio de mercado y se tasarán por meses, con la 

posibilidad de fraccionamiento por días, teniendo en cuenta el tiempo que el vehículo dure en el 

establecimiento. Dichas tarifas sólo aplicarán para los efectos del presente Acuerdo. 



Parágrafo 1º.- Las respectivas tarifas se aplicarán del 1º de enero al 31 de diciembre de cada año. 

Parágrafo 2º.- La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial fijará las tarifas, a más tardar el 30 

de noviembre del año inmediatamente anterior. 

CUARTO.- El hecho del registro conlleva para los solicitantes la aceptación de que los vehículos que 

se reciban en tal virtud, están exclusivamente a disposición del Juzgado, Despacho del Magistrado  

o Corporación Judicial que ordenó su inmovilización, de tal manera que sólo por decisión de éstos, 

podrá autorizarse nuevamente su movilización. 

QUINTO.- El Juzgado, Despacho del Magistrado o Corporación Judicial que tenga a su cargo la 

disposición del vehículo y haya ordenado su inmovilización, dispondrá en la diligencia de secuestro 

y antes de colocar el bien a cargo del secuestre, que se cancele la remuneración que corresponde 

a la utilización del parqueadero. Dichos gastos serán a cargo del demandante, sin perjuicio de 

convenio entre las partes sobre el particular, así como tampoco de lo referente a la regulación de 

costas. 

SEXTO.- El registro tendrá una vigencia de un año e irá del 1º de enero al 31 de diciembre de cada 

año.  

Para efectos de integrar los correspondientes registros, las Direcciones Seccionales de 

Administración Judicial harán una convocatoria pública a más tardar el 30 de noviembre de cada 

año, fecha en la cual ya se deben haber establecido las tarifas para el año siguiente, de tal forma 

que el registro debe estar conformado el 15 de diciembre de cada año. 

SÉPTIMO.- La autoridad que aprehenda el vehículo y lo lleve al parqueadero cumpliendo la orden 

impartida por un Juez, Magistrado o Corporación Judicial, deberá al momento de la entrega levantar 

un acta en la que al menos conste lo siguiente: nombre del propietario del establecimiento; sea 

persona natural o jurídica, nombre e identificación de la persona que recibe el vehículo y la calidad 

en que actúa, dirección, teléfono y nombre del parqueadero, fecha y hora de recibo, identificación e 

inventario detallado del vehículo y el nombre, identificación y firma de quien entrega y de quien 

recibe. 

Dicha acta deberá remitirse por la autoridad que realizó la aprehensión, a más tardar el día hábil 

siguiente, al Juez, Magistrado o Corporación Judicial que la ordenó, con el fin de que obre en el 

respectivo expediente. 

Parágrafo.- El inventario que se haga del vehículo debe contener, al menos, la siguiente información: 

placa, marca, clase, color, tipo de servicio, clase de carrocería, número de motor, número de serie, 

número de chasis, modelo (si se conoce), número de llantas y su estado, estado de la pintura, estado 

de latonería, implementos o accesorios (todos); con indicación de su cantidad, marca y estado. 

OCTAVO.- Las Direcciones Seccionales de Administración Judicial que lleven los registros de 

parqueaderos habilitados, podrán excluir en cualquier momento a los inscritos, cuando tengan 

conocimiento de irregularidades en el desarrollo de su actividad. Dicha decisión deberá, además de 

notificarse en los términos del Código Contencioso Administrativo al propietario del establecimiento, 

comunicarse de manera inmediata a los Jueces y Corporaciones Judiciales de la jurisdicción de la 

respectiva Dirección Seccional de Administración Judicial, así como a las autoridades competentes 

para llevar a cabo las ordenes de inmovilización de vehículos. 

Dado en Bogotá, D. C., a los quince (15) días del mes de septiembre del año dos mil cuatro (2004). 

 

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

JULIO CESAR ORTIZ GUTIÉRREZ 

Presidente 


